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RESOLUCIÓN   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

I. 

El 1 de julio de 2024, el señor Andrés Rivera Peña, la señora 

Sara Rivera Peña, la señora Lilliam Rivera Peña, la señora Amarilys 

Rivera Peña, la señora Estrella Rivera Peña, el señor José Rivera 

Peña, y los hijos del señor Miguel Rivera Peña- el señor Michael 

Rivera y el señor Jay Rivera-,1 (en conjunto, peticionarios),  

presentaron un recurso de Certiorari ante nos por el que solicitaron 

que revoquemos la Resolución emitida por el Tribunal de Primaria 

Instancia, Sala Superior de Canóvanas (TPI o foro primario) el 17 de 

junio de 2024, notificada y archivada en autos al siguiente día.2 

Mediante el dictamen, el TPI denegó la Primera Contestación 

 
1 Entrada Núm. 31 del expediente digital del caso en el Sistema Unificado de 
Manejo y Administración de Casos (SUMAC). El señor Miguel Rivera Peña falleció 

durante el mes de febrero de 2024, por lo cual fue sustituido por sus dos (2) hijos, 

el señor Michael Rivera y el señor Jay Rivera. 
2 Apéndice del recurso de Certiorari, Anejo 1, págs. 1-2. 
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Enmendada a Demanda presentada por los peticionarios el 24 de 

mayo de 2024 donde incluyeron una solicitud de impugnación 

respecto al matrimonio convenido entre la señora Betty González 

Dones (señora González Dones o recurrida) y el señor Crecencio 

Rivera Ortiz, al amparo del Artículo 408 del “Código Civil de Puerto 

Rico” de 2020 (Código Civil del 2020), 31 LPRA sec. 6666.3  

El 1 de julio de 2024, los peticionarios presentaron una 

Certificación de la Notificación Suplementaria por la que nos 

informaron haberles notificado copia fiel y exacta del recurso de 

Certiorari a la representación legal de la señora González Dones, del 

señor Luis Rivera Peña y al licenciado Pedro Luis Betancourt Rivera, 

a tenor con la Regla 33 (B) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 33 (B). Además, expusieron 

haber presentado ante el TPI, mediante el SUMAC, la portada del 

recurso de Certiorari.  

Luego de ello, el 3 de julio de 2024, emitimos una Resolución 

por la cual le concedimos a la recurrida un término de diez (10) días, 

contados a partir de la notificación de dicha resolución, para 

exponer su posición sobre los méritos del recurso. 

Sin embargo, aunque se le brindó la oportunidad de 

comparecer, la señora González Dones no presentó su posición en 

torno a los méritos del recurso de Certiorari, según ordenado. 

Por ende, damos por perfeccionado el recurso de epígrafe, y, 

en adelante, pormenorizaremos los hechos procesales atinentes a al 

recurso de Certiorari. 

II. 

 El caso de marras tiene su génesis el 24 de agosto de 2023 

cuando la señora González Dones presentó una Demanda en 

concepto de división y liquidación de comunidad de bienes 

 
3 Íd., Anejo 6, págs. 83-89.  
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hereditarios en contra de la Sucesión Rivera Ortiz compuesta por 

Andrés, Sara, Lilliam, Amarilys, Estrella, José, Miguel y Luis todos 

de apellidos Rivera Peña (en conjunto, co-demandados).4 

Específicamente, la señora González Dones solicitó del TPI (i) dividir 

o partir, y adjudicar la herencia del causante Crecencio Rivera Ortiz, 

que fue su esposo por treinta y dos (32) años; (ii) ordenarles a los 

co-demandados a entregarle la posesión inmediata de la propiedad 

donde residió con su difunto esposo, indemnizándole así por la 

evicción causada; (iii) atribuirle a ella la vivienda que constituyó su 

hogar familiar como vivienda personal y, de ser necesario, atribuirle 

el derecho de habitación en forma vitalicia y gratuita; (iv) adjudicarle 

cualquier otro bien o cualesquiera otros bienes correspondientes en 

ley; e (v) imponerles a los peticionarios, con excepción del señor Luis 

Rivera Peña, el pago de costas y honorarios de abogados.   

El 24 de octubre de 2023, el señor Luis Rivera Peña presentó 

una Contestación a Demanda.5 

Al siguiente día, los demás codemandados presentaron una 

Contestación a Demanda.6 Una de las alegaciones argüidas por estos 

fue que la recurrida no estaba capacitada para consentir al 

matrimonio contraído con el señor Crecencio Rivera Ortiz.  

 Luego de varios trámites procesales, el 25 de enero de 2024, 

los codemandados, con excepción del señor Luis Rivera Peña, 

comparecieron ante nos mediante un recurso de Certiorari por el que 

solicitaron la revocación de una Resolución emitida por el TPI el 19 

de diciembre de 2023, notificada y archivada en autos el 27 de 

diciembre de 2023.7 Por medio de esta, el TPI había declarado ha 

lugar una solicitud de descalificación respecto al licenciado Pedro 

Betancourt Rivera, hijo de la señora Sara Rivera Peña y quien para 

 
4 Íd., Anejo 2, págs. 3-73. 
5 Íd., Anejo 3, págs. 74-77. 
6 Íd., Anejo 4, págs. 78-80. 
7 Entrada Núm. 22 del expediente digital del caso en el SUMAC. 
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aquella etapa de los procedimientos representaba a los 

codemandados con excepción del señor Luis Rivera Peña.  

Sin embargo, el 22 de febrero de 2024, este Panel denegó 

expedir dicho recurso bajo el alfanumérico KLCE202400109.8 

Nótese que, no habiéndose apelado nuestro dictamen en el término 

dispuesto en la Regla 52.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 52.2, y en la Regla 20 del Reglamento del Tribunal Supremo de 

Puerto Rico, In re Reglamento del Tribunal Supremo de Puerto 

Rico, 183 DPR 386 (2011), R. 20, el mismo advino final, firme e 

inapelable.  

 Devuelto el caso de marras al foro a quo, el 24 de mayo de 

2024, los peticionarios presentaron una Primera Contestación 

Enmendada a Demanda con una Reconvención.9 Por medio de la 

enmienda a la contestación a demanda, y en lo pertinente, 

sostuvieron como alegación y defensa afirmativa que la recurrida no 

tenía capacidad de obrar, regir su persona ni de administrar sus 

bienes desde antes de haber contraído matrimonio con el señor 

Crecencio Rivera Ortiz. Ante ello, expusieron que ese matrimonio, el 

cual fue celebrado el 11 de mayo de 1991,10 al igual que el poder 

duradero otorgado el 22 de abril de 2023 bajo la escritura número 

2 ante la notaria Jocelyn M. Rivera Ortega y donde la recurrida 

fungió como poderdante,11 fue nulo ab initio. Además, a través de la 

Reconvención, los peticionarios suplicaron la nulidad dicho 

matrimonio y de la aludida escritura de poder duradero, pues, según 

arguyeron, la señora González Dones carecía de consentimiento y de 

la capacidad de obrar como impedimento para contraer dicha unión.  

 El 28 de mayo de 2024, los peticionarios radicaron una Moción 

de Autorización de Primera Contestación a Demanda Enmendada y 

 
8 Entrada Núm. 29 del expediente digital del caso en el SUMAC. 
9 Apéndice del recurso de Certiorari, Anejo 6, págs. 83-89. 
10 Íd., Anejo 2, pág. 14. 
11 Íd., págs. 39-48. 
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Reconvención donde exigieron del foro primario que autorizara la 

reconvención y la enmienda a la contestación a la demanda.12   

 Ante ello, el 31 de mayo de 2024, el TPI emitió una Orden, 

notificada y archivada en autos el 4 de junio de 2024, por la que le 

concedió a la recurrida un término de quince (15) días para 

presentar su posición.13  

 El 11 de junio de 2024, la señora González Dones presentó 

una Moción en Cumplimiento de Orden Réplica Feroz en Oposición a 

“Moción de Autorización de Primera Contestación a Demanda 

Enmendada y Reconvención”.14 Mediante de esta, ella solicitó que no 

se autorizara la Primera Contestación Enmendada a Demanda con 

una Reconvención porque incumplía con el Artículo 13.1 de 

Procedimiento Civil, supra; cambiaba sustancialmente la naturaleza 

del pleito causándole un perjuicio; dilataba los procedimientos; y 

que la reclamación de nulidad del matrimonio no era un asunto 

nuevo y/o que surgió posterior a la presentación de la contestación 

a demanda.   

 El 17 de junio de 2024, el foro a quo emitió una Resolución, 

notificada y archivada en autos al siguiente día, por la cual denegó 

la solicitud de los peticionarios para enmendar la contestación a 

demanda con el propósito de impugnar el matrimonio de la recurrida 

y el señor Crecencio Rivera Ortiz, al amparo del Artículo 408 del 

Código Civil del 2020, supra, sec. 6666.15   

 Insatisfechos con el dictamen, el 18 de junio de 2024, los 

peticionarios presentaron una Moción de Reconsideración donde 

expusieron haber incluido en la contestación a demanda que la 

señora González Dones carecía de capacidad para consentir al 

matrimonio; que tienen un interés legítimo en cuanto a la nulidad 

 
12 Íd., Anejo 7, págs. 90-91. 
13 Íd., Anejo 8, pág. 92. 
14 Íd., Anejo 9, págs. 93-101. 
15 Íd., Anejo 1, págs. 1-2. 
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del vínculo dado, pues se encuentran derechos hereditarios 

envueltos; y que la causa de acción sobre nulidad de matrimonio es 

imprescriptible y apropiada para un pleito de división de bienes 

comunitarios.16  

 El 19 de junio de 2024, la recurrida presentó una Réplica en 

Oposición a la Moción de Reconsideración por Improcedencia de los 

Fundamentos e Incumplimiento con la Especificidad Requerida en la 

Regla 47 de Procedimiento Civil.17 Mediante la misma, reiteró la 

improcedencia de la enmienda a la contestación a la demanda. 

Además, indicó que los peticionarios incumplieron con la 

especificidad y particularidad requerida para las solicitudes de 

reconsideración, conforme a la Regla 47 de Procedimiento Civil, 

supra, R. 47. Por último, arguyó que los artículos aplicables a la 

controversia eran aquellos concernientes a la anulabilidad y no a la 

nulidad, y que, por ello, los peticionarios no estaban legitimados a 

instar una reclamación de impugnación de matrimonio.  

 Ante ello, el 20 de junio de 2024, el foro primario emitió una 

Resolución, notificada y archivada en autos al siguiente día, por la 

que denegó la petición de reconsideración de los peticionarios.18 

 Inconformes, el 1 de julio de 2024, los peticionarios 

presentaron un auto de Certiorari y le imputaron al TPI la comisión 

de los siguientes errores: 

(1) Si yerra la Sala de Canóvanas en la interpretación y 

aplicación de la norma de impugnación del 
matrimonio. 

(2) Si yerra la Sala de Canóvanas en abuso de discreción 

en no autorizar la Primera contestación enmendada 
a demanda y Reconvención presentada por los 

peticionarios el 24 de mayo de 2024. 

En síntesis, reiteraron que, a tenor con los Artículos 403 al 

405 del Código Civil del 2020, supra, secs. 6661-6663, instaron una 

Reconvención para impugnar el matrimonio de la recurrida y el señor 

 
16 Íd., Anejo 10, págs. 102-104. 
17 Íd., Anejo 11, págs. 105-107. 
18 Íd., Anejo 12, págs. 108-109. 
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Crecencio Rivera Ortiz por ser nulo, pues sostuvieron que ella no 

tenía la capacidad para consentir al mismo en contravención con los 

Artículos 377 al 378 del Código Civil del 2020, supra, secs. 6592-

6593. También insistieron ostentar un interés legítimo en la nulidad 

del vínculo, y que la causa de acción para declarar la nulidad del 

matrimonio es imprescriptible y apropiada.  

El 1 de julio de 2024, los peticionarios presentaron una 

Certificación de la Notificación Suplementaria, a tenor con la Regla 

33 (B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 

El 3 de julio de 2024, emitimos una Resolución por la cual le 

concedimos a la recurrida un término de diez (10) días, contados a 

partir de la notificación de dicha resolución, para exponer su 

posición sobre los méritos del recurso. 

A pesar de brindarle la oportunidad de comparecer, la señora 

González Dones no presentó su posición en torno a los méritos del 

recurso de Certiorari.  

Consecuentemente, el caso quedó perfeccionado para 

determinación judicial.  

III. 

A.  

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que 

le permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil 

Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728 (2016); IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). A diferencia de una 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir el auto de certiorari de forma discrecional. Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 
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La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, R. 52.1,19 

establece las instancias en las que el foro revisor posee autoridad 

para expedir un auto de certiorari sobre materia civil. Scotiabank 

v. ZAF Corporation, et als., 202 DPR 478, 486-487 (2019). La 

citada regla delimita el alcance jurisdiccional del Tribunal de 

Apelaciones para atender un recurso de certiorari que trate sobre la 

revisión de dictámenes interlocutorios del Tribunal de Primera 

Instancia. Mun. de Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 

709-710 (2019). Nuestro rol al atender recursos de certiorari 

descansa en la premisa de que es el foro de instancia quien está en 

mejor posición para resolver controversias interlocutorias, o de 

manejo del caso, y en la cautela que debemos ejercer para no 

interrumpir injustificadamente el curso corriente de los pleitos que 

se ventilan ante ese foro. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 97 (2008). 

Si el asunto sobre el cual versa el recurso de certiorari está 

comprendido en una de las instancias establecidas en la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, supra, debemos pasar entonces a un 

segundo escrutinio. El mismo se caracteriza por la discreción que 

 
19 Esta Regla dispone en lo pertinente que: 

 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No obstante, y 

por excepción a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de 
Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos 

que revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en 

estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 

su decisión.   

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida 

por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia sujeto 

a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales.  
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ha sido conferida al Tribunal de Apelaciones para autorizar, expedir 

y adjudicar en sus méritos el caso. 

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra, R. 40, establece los criterios que 

debemos tomar en consideración al atender una solicitud de 

expedición de un auto de certiorari.20   

Reiteradamente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que en su misión de hacer justicia la discreción es “[e]l 

más poderoso instrumento para hacer justicia reservado a los jueces 

es la discreción”. Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004) 

(citando a Banco Metropolitano v. Berríos, 110 DPR 721, 725 

(1981)). La discreción se refiere a “la facultad que tiene [el tribunal] 

para resolver de una forma u otra, o de escoger entre varios cursos 

de acción”. Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724, 735 (2018); 

García López y otro v. E.L.A., 185 DPR 371 (2012). En ese sentido, 

 
20 Esta Regla dispone lo siguiente:  

 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al 

determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden 
de mostrar causa: 

 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 

el análisis del problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la 

luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 

de alegatos más elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 

causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita 

un fracaso de la justicia.   
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ha sido definida como “una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”. 

Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, supra, pág. 729 

(citando a Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001)). Lo 

anterior “no significa poder actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”. Hietel v. PRTC, 182 DPR 451, 

459 (2011) (citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 

144 DPR 651, 658 (1997)); Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 

559, 580 (2009); Negrón v. Srio. de Justicia, supra, pág. 91). Ello, 

ciertamente, constituiría un abuso de discreción.  

En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido que “la discreción que cobija al Tribunal de Primera 

Instancia en sus determinaciones discrecionales es amplia, por lo 

que sus decisiones merecen gran deferencia”. Citibank et al. v. 

ACBI et al., supra, pág. 735. Cónsono con ello, es norma reiterada 

que este tribunal no intervendrá “con determinaciones emitidas por 

el foro primario y sustituir el criterio utilizado por éste en el ejercicio 

de su discreción, salvo que se pruebe que actuó con prejuicio o 

parcialidad o incurrió en craso abuso de discreción o en error 

manifiesto”. Íd., pág. 736 (énfasis en el original eliminado). Véase, 

además, Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 

709 (2012); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 

(1986). 

B. 

Por otro lado, bajo el Artículo 68 del antiguo “Código Civil de 

Puerto Rico” Edición de 1930 (Código Civil del 1930), 31 LPRA ant. 

sec. 221, el matrimonio es aquella “institución civil que procede de 

un contrato civil en virtud del cual un hombre y una mujer se 

obligan mutuamente a ser esposo y esposa, y a cumplir el uno para 

con el otro los deberes que la ley les impone”. Para contraerlo se 

requiere (1) la capacidad legal de los contratantes, (2) el 
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consentimiento de las partes contratantes, y (3) la autorización y 

celebración de un contrato matrimonial a través de las formas y 

solemnidades prescritas por ley. Artículo 69 del antiguo Código Civil 

del 1930, supra, ant. sec. 231. Sin embargo, conforme al Artículo 73 

del antiguo Código Civil del 1930, supra, ant. sec. 241, el 

consentimiento es inválido cuando (1) sea dado al raptor por la 

raptada, mientras ésta no haya recobrado por completo su libertad, 

(2) sea obtenido por violencia o intimidación, y (3) haya error 

respecto a la persona con quien se va a contraer matrimonio.   

El matrimonio es válido solamente cuando “se celebre[ba] y 

solemn[iza] con arreglo a las prescripciones de aquélla”. Artículo 68 

del Código Civil del 1930, supra, ant. sec. 221. No obstante, es nulo 

cuando no se han observado todos los requisitos exigidos por el 

antiguo Código Civil del 1930, supra. Entre las personas que están 

permitidas a solicitar esa nulidad se encuentran “cualesquiera otras 

personas que tengan interés en dicha nulidad”. Artículo 111 del 

antiguo Código Civil del 1930, supra, ant. sec. 412.  

 C. 

 Por su parte, la Regla 13.1 de Procedimiento Civil, supra, R. 

13.1, permite que cualquier parte enmiende sus alegaciones en 

cualquier momento previo a la notificación de una alegación 

responsiva. Dist. Unidos Gas v. Sucn. Declet Jiménez, 196 DPR 

96, 116-117 (2016). En aquellos casos donde la alegación no admite 

alegación responsiva y el pleito no sea señalado para juicio, esta 

podrá enmendarla en cualquier fecha dentro de los veinte (20) días 

de haber notificado su alegación. Regla 13.1 de Procedimiento Civil, 

supra. En cualquier otro caso, “las partes podrán enmendar su 

alegación únicamente con el permiso del tribunal o mediante el 

consentimiento por escrito de la parte contraria; el permiso se 

concederá liberalmente cuando la justicia así lo requiera”. Regla 

13.1 de Procedimiento Civil, supra; Dist. Unidos Gas v. Sucn. 
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Declet Jiménez, supra, pág. 117 (citando a Romero v. S.L.G., 164 

DPR 721, 730 (2005)).  

La Regla 13.1 de Procedimiento Civil, supra, también permite 

que una parte enmiende sus alegaciones cuando “por alguna razón 

válida en derecho ha omitido algo en éstas”. Dist. Unidos Gas v. 

Sucn. Declet Jiménez, supra, pág. 117. Una de las razones es para 

ampliar las causas de acción ya expuestas en la demanda original o 

para añadir una o más causas de acción. Íd. Como normal general, 

“[s]iempre que la reclamación o defensa expuesta en la alegación 

enmendada surja de la conducta, del acto, de la omisión o del evento 

expuesto en la alegación original, las enmiendas se retrotraerán a la 

fecha de la alegación original”. Regla 13.1 de Procedimiento Civil, 

supra, R. 13.3. En aquellos casos donde se requiera la autorización 

del tribunal para enmendar una alegación, esa solicitud se 

“concederá liberalmente cuando la justicia así lo requiera”. Regla 

13.1 de Procedimiento Civil, supra. Por lo tanto, se favorece que las 

enmiendas a las alegaciones sean concedidas y, por tanto, el mero 

paso del tiempo o que el caso se encuentre en etapas avanzadas no 

debe ser impedimento para que el tribunal permita la enmienda 

solicitada. S.L.G. Sierra v. Rodríguez, 163 DPR 738, 748-749 

(2005). Incluso, el cambio de teoría por sí solo es insuficiente para 

denegar la enmienda, a menos que le cause perjuicio al demandado. 

Íd., pág. 749.  

Sin embargo, en el ejercicio de la discreción del tribunal para 

permitir la enmienda a las alegaciones, el foro máximo estableció 

varios criterios; a saber, (1) el momento en el cual se solicita la 

enmienda, (2) el impacto de la solicitud en la pronta adjudicación de 

la cuestión litigiosa, (3) la razón o ausencia de ella para la demora e 

inacción original de quien promueve la enmienda, (4) el perjuicio que 

ésta causaría a la otra parte, y (5) la naturaleza y los méritos 

intrínsecos de la defensa que se plantea. Romero v. S.L.G., supra, 



 
 

 
KLCE202400717 

    

 

13 

pág. 730; Epifanio Vidal, Inc. v. Suro, 103 DPR 793, 796 (1975). 

Por lo tanto, ante una solicitud para enmendar las alegaciones, es 

importante evaluar el perjuicio que puede causarse a la parte 

contraria, y “éste debe ser el factor determinante, puesto que carece 

de importancia el tiempo que haya pasado desde la presentación 

original de la demanda o la naturaleza de la enmienda, si ésta 

resulta inocua a la justicia o a la parte contraria”. S.L.G. Sierra v. 

Rodríguez, supra, pág. 750.  

IV. 

Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso del recurso de 

Certiorari, en correcta práctica adjudicativa apelativa, y a la luz de 

los criterios esbozados en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, y en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra, resolvemos que debemos abstenernos de ejercer nuestra 

función revisora y rechazar intervenir con la determinación del TPI.  

Luego de un examen sosegado del expediente del caso ante 

nuestra consideración, de la determinación recurrida, así como el 

trámite procesal ante el TPI, no se arroja error alguno que amerite 

nuestra intervención. Tampoco surge de los autos que el TPI haya 

incurrido en error, prejuicio, parcialidad o que haya abusado de su 

discreción. Por el contrario, la determinación del foro primario fue 

esencialmente correcta en derecho cuando denegó la Primera 

Contestación Enmendada a Demanda con la Reconvención. 

Adviértase que la reconvención no presenta, de su faz, una causa de 

acción viable. Constituye una alegación conclusoria y genérica.  

Consecuentemente, no intervendremos con la discreción del TPI en 

esta etapa de los procedimientos. 
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V. 

Por las razones anteriormente esbozadas, se deniega la 

expedición del auto de Certiorari. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaría del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


